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Más allá de la 
Convención de México 
y los Principios de 
La Haya: ¿qué sigue 
para las Américas?

I. Desarrollos en los siglos 
XIX y XX

Movimientos nacionalistas en Europa 
y las Américas frenaron la idea de un 
derecho universal alejándose del ius 
commune y la lex mercatoria, que se habían 
consolidado en tiempos medievales. A 
lo largo de las jurisdicciones con tradi-
ción civilista, las naciones-estados san-
cionaron códigos civiles y comerciales, 
mientras que jurisdicciones de tradición 
anglosajona desarrollaron su derecho 
autóctono en base a precedentes juris-
prudenciales. Esto, a su vez, ha dado 
un peculiar impulso al derecho inter-
nacional privado, como una disciplina 
destinada a resolver el rompecabezas 
del “conflicto de leyes”–o conflictualis-
mo– en tiempos en que las soluciones 
nacionales que buscaban abordar el 
problema resultaron alarmantemente 
contradictorias.1 “Lugar de ejecución”, 
“lugar de cumplimiento” y otras fórmu-
las fueron, por ejemplo, propuestas para 
resolver temas referentes al derecho 
aplicable a un contrato internacional.

El jurista alemán Savigny, ha sido muy 
influyente a mediados del siglo XIX, 
con su idea de unificar estas fórmu-
las en un tratado internacional que 
vincularía a todas las naciones que lo 
ratificaran.2 Esta propuesta condujo a 
la inauguración de la Conferencia de 
La Haya de Derecho Internacional 
Privado en 1893, bajo el liderazgo del 
jurista holandés Asser.3 Sin embargo, 
como se verá más abajo, más de cien 
años pasarían antes de que la Con-
ferencia de La Haya –convertida en 
cuerpo permanente en 1955– pasara 
a ocuparse del derecho aplicable en 
contratos internacionales.

Mientras tanto, las Américas tomaron 
la delantera. Uno de los Tratados de 
Montevideo de 1889, firmados en esa 
misma ciudad (el de derecho civil in-
ternacional), específicamente aborda la 
cuestión de elección del derecho apli-
cable, aunque adoptando soluciones 
altamente controversiales en cuanto a 
la ausencia de elección, y guardando 
silencio en relación a la autonomía de 
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Especializada Interamericana sobre 
Derecho Internacional Privado (CI-
DIP), que fue convocada para adoptar 
ciertos instrumentos en temas como 
arbitraje y otros de derecho comer-
cial y procesal internacional. Hasta la 
fecha, siete CIDIPs han sido llevadas 
a cabo, las que han resultado en la 
adopción de 26 instrumentos inter-
nacionales (incluyendo convenciones, 
protocolos, documentos uniformes y 
leyes modelo).10

No fue hasta la CIDIP V, llevada a 
cabo en la Ciudad de México en el 
1994, que se abordó la cuestión de la 
elección del derecho aplicable en los 
contratos internacionales. El instru-
mento resultante fue la Convención 
interamericana sobre el derecho apli-
cable a los contratos internacionales, 
conocida comúnmente como la “Con-
vención de México”. Este documento 
claramente reconoce la autonomía de 
las partes (artículo 7) y, en ausencia 
de elección, estipula el uso de la “co-
nexión más cercana” (artículo 8), la 
cual puede llevar tanto a la aplicación 
del derecho nacional o del derecho 
no estatal. (i.e., principios del derecho 
comercial internacional, lex mercatoria, 
etc.)11 En todo caso –haya o no ausen-
cia de elección– la Convención de Mé-
xico dispone que el derecho no estatal 
debe ser tomado en consideración si la 

justicia o la equidad así lo requieren, lo 
que está expresado en otras palabras 
en el instrumento.12

Sin embargo, la Convención de México 
ha sido ratificada solo por dos Estados: 
México y Venezuela.

El instrumento europeo comparable 
con relación a la elección de derecho 
aplicable, conocido como el Convenio 
de Roma de 1980,13 ha gozado de un 
destino distinto. Este documento fue 
adoptado por varios Estados euro-
peos y, en 2008, fue convertido en 
Reglamento Comunitario 593 de 2008 
(llamado “Roma I”), lo que lo hizo 
aplicable –inicialmente con algunas 
excepciones– a toda la Unión Europea. 
El Convenio de Roma –así como la 
Convención de México– resuelve la 
cuestión en favor de la autonomía de 
las partes. Lamentablemente, incluye 
soluciones criticadas que favorecen 
el lugar de la prestación característica 
ante la ausencia de elección14 y que 
descarta la aplicabilidad del derecho 
no-estatal.15

El Convenio de Roma se tornó rele-
vante no solo por su adopción por el 
bloque europeo, sino también debido 
a su influencia en el proyecto de elabo-
ración de la Convención de México en 
las Américas y, más recientemente, en 

una solución distinta ante la ausencia 
de elección del derecho aplicable, a 
saber, la aplicabilidad del derecho del 
lugar de celebración. Así también, ha 
levantado muchas interrogantes con 
relación a si consagra o no la autono-
mía de las partes.8

Para mediados del siglo XX, existía 
un sentimiento generalizado de que 
los documentos mencionados pre-
viamente, adoptados en las Américas, 
resultaban insatisfactorios, primero, 
debido a las soluciones cuestionables 
que proponían, y segundo, debido 
a las divergencias entre los mismos. 
Para empeorar la situación, algunos 
Estados americanos –notablemente, 
aquellos de tradición anglosajona– no 
habían ratificado ninguno de estos 
instrumentos.

El establecimiento de la Organización 
de Estados Americanos (OEA) en 
1948 generó fuertes esperanzas de que 
la situación fuese finalmente resuelta. 
Tras cuidadosas evaluaciones, la OEA 
decidió en contra de la idea de elaborar 
un código general como el de Busta-
mante, y, en su lugar, optó por trabajar 
hacia la codificación gradual de temas 
particulares en el ámbito de derecho 
internacional privado.9 Esta idea em-
pezó a convertirse en una realidad 
en 1975 con la primera Conferencia 

las partes.4 Estos antiguos Tratados de 
Montevideo siguen siendo aplicables 
entre Argentina, Bolivia, Colombia, 
Paraguay, Perú y Uruguay.

En 1940, nuevos tratados fueron 
firmados en Montevideo (ratificados 
solo por Argentina, Paraguay y Uru-
guay) que reafirmaron las antiguas 
soluciones con respecto a la ausencia 
de elección del derecho aplicable y una 
regla general- con excepciones- de la 
aplicabilidad del derecho del lugar de 
cumplimiento. Además, estos siguien-
tes tratados dispusieron que cada esta-
do debería determinar por su cuenta 
la aceptación –o no– del principio de 
autonomía de las partes, una cuestión 
que, ante la ausencia de provisiones 
claras a ese efecto en legislaciones do-
mésticas, se tornó muy controvertida 
en Brasil,5 Paraguay6 y Uruguay.7

Muchos otros estados en el continente, 
como Brasil, Chile y Venezuela, no han 
incorporado los Tratados de Montevi-
deo. En cambio, han ratificado el lla-
mado “Código Bustamante” de 1928, 
que fue adoptado como resultado de 
la sexta conferencia Pan- americana 
desarrollada en La Habana, Cuba, en 
1928. Este Código, que regula varias 
cuestiones de derecho internacional 
privado, entre ellas el derecho aplicable 
a la contratación internacional, ofrece 
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la preparación de un instrumento que 
aborda la cuestión a una escala global.

II. Hacia soluciones 
universales: Los Principios 
de La Haya

El éxito de la Convención de Roma 
llevó a la Conferencia de La Haya de 
Derecho Internacional Privado a em-
prender estudios de viabilidad a inicios 
de la década de 1980 sobre la posibili-
dad de adoptar un instrumento similar 
a escala global. Este emprendimiento 
fue descartado tras haber conside-
rado las dificultades de obtener una 
ratificación masiva del instrumento 
propuesto, cuya falta haría del proyecto 
un fracaso.16 Sin embargo, la materia 
fue revisitada en años recientes, y los 
estudios de viabilidad que se llevaron 
a cabo entre el 2005 y 2009 indicaron 
que tal vez un tipo de instrumento 
diferente podría resultar exitoso y 
efectivo.17

Con este propósito, un Grupo de Tra-
bajo fue formado en el año 2010,18 el 
cual avanzó en la idea de –en vez de 
pretender la adopción de un tratado 
o instrumento de hard law– elaborar 
un instrumento de soft law, inspirado 
en cuanto a la técnica de redacción, 
en los muy elogiados Principios 
UNIDROIT sobre los contratos 

comerciales internacionales. Los 
Principios UNIDROIT desarrollan 
cuestiones de derecho sustantivo 
mientras que los Principios de La Haya 
-como son comúnmente referidos- se 
limitan a tratar cuestiones de elección 
de derecho aplicable, específicamen-
te en relación a la autonomía de las 
partes. La cuestión de la ausencia de 
elección no fue abordada, debido a 
que ello hubiese hecho del proyecto 
uno demasiado ambicioso, y quizás 
también porque tendría poco sentido 
regular el tema en un instrumento de 
soft law.19 Dado que los Principios de La 
Haya –así como los Principios UNI-
DROIT– no están destinados a ser 
adoptados formalmente por Estados, 
su aplicabilidad normalmente será el 
resultado de haber sido seleccionados 
por las partes como derecho aplica-
ble, en ejercicio de la autonomía de la 
voluntad.

Sin lugar a dudas, también se prevén 
otras formas de aplicación de los Prin-
cipios de La Haya, notablemente como 
un modelo para legisladores y como 
una herramienta de interpretación 
para jueces y árbitros, lo que podría 
justificar su futuro mejoramiento. Sin 
embargo, como ya fue manifestado, la 
versión actual de los Principios -adop-
tada en primer lugar por una sesión 
diplomática de la Comisión Especial 

en el 201220 y finalmente por una reso-
lución del Consejo en el 201421– solo 
desarrolla cuestiones relacionadas a las 
partes y limitaciones a este respecto, 
prescriptas por el orden público.

Los Principios de La Haya fueron bien 
recibidos por destacados estudiosos 
del derecho internacional privado, 
pero también han sido objeto de 
cuestionamientos, particularmente en 
cuanto a su aceptación del derecho no 
estatal.22 A pesar de que el nuevo ins-
trumento quizás no ha sido aún sujeto 
de ningún precedente jurisprudencial, 
ya ha influenciado de manera notoria 
la promulgación de legislación en el 
Paraguay (ley 5393 de 201523) así como 
una propuesta de reforma al derecho 
australiano en la materia.24 El ejemplo 
paraguayo volverá a ser mencionado 
más adelante.

III. ¿Y ahora qué en las 
Américas?

Aunque los Principios UNIDROIT 
hayan influenciado a los Principios 
de La Haya en cuanto a su técnica de 
elaboración, éstos fueron sumamente 
influenciados en cuanto a su conteni-
do, por las soluciones propuestas tanto 
en el Convenio de Roma como en la 
Convención de México.

Más de veinte años han pasado desde 
la adopción de la Convención de Mé-
xico y, por supuesto, los Principios de 
La Haya también incorporaron desa-
rrollos subsiguientes que allanaron el 
camino para encontrar soluciones a 
ciertas cuestiones nuevas, como, por 
ejemplo, la separabilidad de la cláu-
sula de elección de derecho aplicable 
del contrato principal. Más aún, este 
instrumento de soft law ha incorporado 
mejores soluciones a ciertas cuestiones 
que, en la elaboración del instrumento 
interamericano, han sido objeto de 
soluciones de compromiso debido a 
la complejidad de las negociaciones 
cuando se pretende la adopción de 
un tratado. Esta situación se dio, par-
ticularmente, con relación al derecho 
no estatal.

Ahora, ¿qué sigue para las Américas? 
¿Insistirá la región en la ratificación 
de la Convención de México? ¿De-
bería ser modificada la Convención, 
tomando en consideración los nue-
vos desarrollos? ¿Quizás se debería 
preparar una ley modelo? La última 
pregunta ha ganado particular impulso 
tras la promulgación de la nueva ley 
paraguaya sobre el derecho aplicable 
a los contratos internacionales.

Recientemente, el Comité Jurídico In-
teramericano de la OEA analizó todas 
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estas alternativas tras haber circulado 
un cuestionario entre los Estados 
miembros de la OEA y especialistas 
reconocidos del derecho internacio-
nal privado. Las respuestas reflejan la 
percepción de que, evidentemente, los 
Principios de La Haya han llegado más 
lejos que la Convención de México y 
que sus disposiciones podrían servir 
para enmendar el documento intera-
mericano.25

Sin embargo, considerando que la 
Convención de México, elaborada en 
el año 1994, ha recibido solamente dos 
ratificaciones, la verdadera pregunta es 
si un proceso para llegar a un convenio 
nuevo y revisado valdría el esfuerzo. 
Una posible respuesta es que dicho 
documento revisado podría ser mejor 
recibido por la comunidad jurídica 
dentro de las Américas, y además que 
ello daría la oportunidad de corregir 
la traducción al inglés del instrumento 
original, la cual fue criticada por juris-
tas angloparlantes.

Pero el proceso de negociación y 
aprobación de una convención es muy 
complicado y costoso, mientras que 
otros tipos de instrumentos -como 
las leyes modelo y guías legislativas- 
han demostrado ser medios efectivos 
para armonizar soluciones de dere-
cho internacional privado. En última 

instancia, sería mucho más efectivo 
para los estados latinoamericanos el 
adoptar leyes nacionales acorde con las 
prácticas respaldadas por la OEA y por 
la Conferencia de La Haya, aplicables 
a todas las transacciones internaciona-
les, en vez de promover la adopción 
de tratados como la Convención de 
México y su eventual modificación, 
lo que afectaría solamente a las partes 
contratantes de los estados que la ha-
yan ratificado.

Entonces, una ley modelo o una guía 
legislativa podrían ser una buena idea. 
Pero, ¿Por qué simplemente una guía 
“legislativa”? ¿Por qué no una guía 
que sirva también para jueces, árbitros, 
partes contratantes y académicos? 
En respuesta, el Comité Jurídico In-
teramericano ha encargado a dos de 
sus miembros la elaboración de una 
Guía sobre el derecho aplicable a los 
contratos internacionales, con el apoyo 
del Departamento de Derecho Inter-
nacional de la OEA.26 Esta guía será 
luego sujeta a aprobación formal por 
el Comité en su totalidad.

Esta propuesta combina lo mejor de 
los dos mundos: En primer lugar, esta 
guía servirá como un instrumento 
educacional. Esto no es algo menor, 
considerando que una de las razones 
por la cual la Convención de México 

ha encontrado una fuerte resistencia 
fue por la falta de información con 
relación a su contenido e implica-
ciones. Una guía podría superar este 
obstáculo.

En segundo lugar, la Guía será una he-
rramienta disponible para legisladores 
que tendrá en cuenta desarrollos re-
cientes consagrados en los Principios 
de La Haya y que también cubrirá ma-
terias no abordadas expresamente en 
los mismos, pero que fueron reguladas 
en la Convención de México, específi-
camente con respecto a la ausencia de 
elección de derecho.

En tercer lugar, la Guía puede aprove-
charse del hecho de que UNIDROIT, 
UNCITRAL y la Conferencia de La 
Haya, están previendo que el docu-
mento explique la interacción entre los 
Principios de UNIDROIT, la Conven-
ción de Viena sobre la Compraventa y 
los Principios de La Haya. Referencia 
sobre esta interacción se puede hacer, 
en cambio, con respecto al documento 
de la OEA.

Finalmente, la Guía puede ser una po-
derosa herramienta interpretativa en la 
mano de jueces, árbitros y partes, con-
siderando las incertidumbres alarman-
tes que todavía persisten en la materia 
de contrataciones internacionales. El 

instrumento expondrá soluciones ba-
sadas en el sentido común y altamente 
debatidas, que se encuentran tanto en 
los Principios de La Haya como en la 
Convención de México, explicando sus 
complejidades.

IV. Conclusión

Se puede ver la luz al final del túnel. 
El nacimiento de la Convención de 
México generó enormes expectativas 
que no fueron alcanzadas por los 
acontecimientos que le siguieron, en 
particular, por el número escaso de 
ratificaciones, a pesar de los elogios 
que le han sido conferidos en círculos 
internacionales de académicos líderes 
en derecho internacional privado.

Actualmente, el fénix podría estar re-
surgiendo de entre sus cenizas, como 
fue evidenciado por dos aconteci-
mientos recientes claves: la adopción 
de los Principios de La Haya y la pro-
mulgación de la nueva Ley paraguaya 
sobre contratos internacionales. Esta 
última sirve como modelo de cómo los 
Principios y la Convención de México 
pueden interactuar espléndidamente.

Impulsado por estos acontecimientos, 
la OEA está preparando una “Guía 
para las américas sobre la ley aplicable 
a contratos internacionales”, lo que 
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puede significar que ha llegado el mo-
mento de incorporar la Convención de 
México a las leyes nacionales, ya sea por 
la ratificación estatal o por la adopción 
de sus soluciones en las legislaciones 
de derecho internacional privado de los 
Estados, en cuyo caso sería deseable in-
corporar además, los avances acogidos 
por los Principios de La Haya, como 
fue hecho en el Paraguay.

Algunos caminos llevan más allá de 
Roma y algunos, aún más allá de Mé-
xico. La Conferencia de La Haya –y en 
las Américas, la OEA– juegan papel 
clave en este llamado.
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